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LA SEXAGÉSIMA CUARTA LEGISLATURA AL HONORABLE CONGRESO DEL 
ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE GUERRERO, EN NOMBRE DEL PUEBLO 
QUE REPRESENTA, Y: 
 

C O N S I D E R A N D O 
 
Que en sesión de fecha 28 de noviembre del 2024, las Diputadas y los Diputados 
integrantes de la Comisión de Estudios Constitucionales y Jurídicos, presentaron a 
la Plenaria el Dictamen con proyecto de Decreto por medio del cual se aprueba la 
Minuta proyecto de decreto por el que se reforma el párrafo segundo del artículo 19 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de prisión 
preventiva oficiosa, en los siguientes términos: 
 

“METODOLOGÍA DE TRABAJO 
 
I.- ANTECEDENTES GENERALES: Apartado en el que se describe el proceso 
legislativo, iniciado a partir de la fecha en que fue remitido por la Cámara de 
Senadores a este Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Guerrero el 
Proyecto de Decreto por el que se Reforma el Párrafo Segundo del Artículo 19 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Prisión 
Preventiva Oficiosa, así como su posterior turno y dictaminación correspondiente. 
 
II.- CONTENIDO DE LA MINUTA: Apartado en el que se reseña y se transcribe el 
contenido del Proyecto de Decreto de mérito, turnado a esta Comisión de Estudios 
Constitucionales y Jurídicos. 
 
III.- MÉTODO DE TRABAJO, ANÁLISIS, DISCUSIÓN Y VALORACIÓN DE LA 
MINUTA. Apartado en el que se precisan los preceptos legales que otorgan la 
competencia y facultad de la Comisión de Estudios Constitucionales y Jurídicos para 
el análisis del Proyecto de Decreto en cuestión y emisión del dictamen 
correspondiente. 
 
IV.- CONSIDERACIONES: Apartado en el que las Diputadas y los Diputados 
integrantes de la Comisión de Estudios Constitucionales y Jurídicos valoran el 
contenido del Proyecto de Decreto, con base en el marco jurídico aplicable, 
verificando el cumplimiento de los principios de constitucionalidad y legalidad, así 
como la homogeneidad en criterios normativos aplicables, simplificación, 
actualización de la norma y demás particularidades que derivaron de la revisión de 
la Minuta Proyecto de Decreto. 
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V.- TEXTO NORMATIVO Y RÉGIMEN TRANSITORIO: Apartado en el que se 
desglosa el contenido que integra el Proyecto de Decreto que nos ocupa analizado 
por esta Comisión Dictaminadora, así como el régimen transitorio del mismo.  
 

I. ANTECEDENTES GENERALES 
 

Mediante oficio número D.G.P.L. 1P1A.-2950.11, suscrito por la Senadora Verónica 
Noemí Camino Farjat, Secretaria de la Mesa Directiva de la LXVI Legislatura de la 
Cámara de Senadores de fecha veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro, 
turnó a la Presidencia de la Mesa Directiva de esta Soberanía Popular, el 
PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL PÁRRAFO 
SEGUNDO DEL ARTÍCULO 19 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE PRISIÓN PREVENTIVA 
OFICIOSA, mismo que fue remitido por el presidente de la Mesa Directiva, Diputado 
Jesús Parra García, mediante oficio número HCEG/LXIV/PMD/JPG/413/2024 de 
fecha veintiocho de noviembre de dos mil veinticuatro, al titular de la Secretaría de 
Servicios Parlamentarios, Maestro José Enrique Solís Ríos, para la atención 
tramitológica que proceda. 
 
Que por la relevancia de este asunto, se determinó adelantar el turno a esta 
Comisión de Estudios Constitucionales y Jurídicos para su atención y efectos 
procedentes, por lo que en términos del artículo 242 último párrafo, así como para 
los efectos de los dispuesto en el artículo 174 fracción II, 241, 244 y 343 de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Guerrero Número 231, el Presidente 
de la Mesa Directiva, Diputado Jesús Parra García, remitió mediante el oficio 
número LXIV/1ER/SSP/DPL/0321/2024 de fecha veintiocho de noviembre de dos 
mil veinticuatro, la “Minuta Proyecto de Decreto” de referencia, para su análisis y 
emisión del Dictamen con Proyecto de Decreto respectivo.  
 

II.- CONTENIDO DE LA MINUTA. 
 
La Senadora Verónica Noemí Camino Farjat, Secretaria de la Mesa Directiva de la 
LXVI Legislatura de la Cámara de Senadores, remitió a esta Soberanía Popular, el 
Proyecto de Decreto por el que se Reforma el Párrafo Segundo del Artículo 19 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Prisión 
Preventiva Oficiosa, para los efectos del Artículo 135 Constitucional se remite copia 
que plantea lo siguiente: 
 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL PÁRRAFO 
SEGUNDO DEL ARTÍCULO 19 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
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ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE PRISIÓN PREVENTIVA 
OFICIOSA. 
 
Artículo Único.- Se reforma el segundo párrafo del artículo 19 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 
 
Artículo 19. … 
 
El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la prisión preventiva cuando otras 
medidas cautelares no sean suficientes para garantizar la comparecencia del 
imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de la víctima, 
de los testigos y de la comunidad, así como cuando el imputado esté siendo 
procesado o haya sido sentenciado previamente por la comisión de un delito 
doloso. El juez ordenará la prisión preventiva oficiosamente, en los casos de 
abuso o violencia sexual contra menores, delincuencia organizada, extorsión, 
delitos previstos en las leyes aplicables cometidos para la ilegal introducción y 
desvío, producción, preparación, enajenación, adquisición, importación, 
exportación, transportación, almacenamiento y distribución de precursores 
químicos y sustancias químicas esenciales, drogas sintéticas, fentanilo y 
derivados, homicidio doloso, feminicidio, violación, secuestro, trata de personas, 
robo de casa habitación, uso de programas sociales con fines electorales, 
corrupción tratándose de los delitos de enriquecimiento ilícito y ejercicio abusivo 
de funciones, robo al transporte de carga en cualquiera de sus modalidades, 
delitos en materia de hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, delitos en 
materia de desaparición forzada de personas y desaparición cometida por 
particulares, delitos cometidos con medios violentos como armas y explosivos, 
delitos en materia de armas de fuego y explosivos de uso exclusivo del Ejército, 
la Armada y la Fuerza Aérea, así como los delitos graves que determine la ley 
en contra de la seguridad de la nación, de la salud, del libre desarrollo de la 
personalidad, contrabando y cualquier actividad relacionada con falsos 
comprobantes fiscales, en los términos fijados por la ley. Para la interpretación y 
aplicación de las normas previstas en este párrafo, los órganos del Estado 
deberán atenerse a su literalidad, quedando prohibida cualquier interpretación 
análoga o extensiva que pretenda inaplicar, suspender, modificar o hacer 
nugatorios sus términos o su vigencia, ya sea de manera total o parcial. 
 
... 
... 
... 
... 
… 
 

Transitorios 
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Primero.- El presente Decreto entrará en vigor el dia siguiente al de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
 
Segundo.- A partir de la entrada en vigor de este Decreto, se derogan todas las 
disposiciones que se opongan al contenido, previstas en leyes secundarias, 
reglamentos, acuerdos y cualquier otro ordenamiento normativo de carácter 
administrativo. 
 
Tercero.- El Congreso de la Unión, en un plazo de ciento ochenta días, contado 
a partir de la entrada en vigor de este Decreto, deberá armonizar el marco 
jurídico de las leyes en las materias con el contenido del presente Decreto. 
 
Cuarto.- Las legislaturas de las entidades federativas deben realizar las 
adecuaciones normativas necesarias para cumplir con lo previsto en el presente 
Decreto, dentro de los trescientos sesenta y cinco días naturales siguientes a la 
publicación de este ordenamiento. 
 
SALÓN DE SESIONES DE LA HONORABLE CÁMARA DE SENADORES.- 
Ciudad de México, a 27 de noviembre de 2024. 

 
III.- MÉTODO DE TRABAJO, ANÁLISIS, DISCUSIÓN Y VALORACIÓN DE LA 

MINUTA. 
 
Que el Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Guerrero, conforme a 
lo establecido por el artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, está plenamente facultado para conocer y someter al procedimiento 
legislativo correspondiente a la Minuta de mérito. 
 
Que en términos de lo dispuesto por los artículos 174 fracción II, 177 fracción I inciso 
a), 241, 248, 254, 256, 343 y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del 
Poder Legislativo del Estado de Guerrero Número 231, esta Comisión de Estudios 
Constitucionales y Jurídicos, tiene plenas facultades para efectuar el estudio y 
análisis del Proyecto de Decreto por el que se Reforma el Párrafo Segundo del 
Artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia 
de Prisión Preventiva Oficiosa y emitir el Dictamen con Proyecto de Decreto que 
recaerá al mismo. 
 

IV. CONSIDERACIONES. 
 
Que efectuado el análisis a la Minuta Proyecto de Decreto en cuestión, se arriba a 
la conclusión de que el mismo es procedente en virtud de que se apega al régimen 
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constitucional, no es violatorio de derechos humanos, ni se encuentra en 
contraposición con ningún ordenamiento legal. 
  
Para tener una mayor comprensión de la Iniciativa se plasman las siguientes 
consideraciones:  
 

1. Es urgente que el Estado Mexicano cuente con un marco normativo penal 
y procesal que resulte suficiente para combatir eficazmente las 
principales conductas delictivas que aquejan la salud y el patrimonio de 
las y los mexicanos, así como la hacienda pública federal. 
 

2. En la Constitución Nacional se reconocen los derechos humanos en sus 
diferentes expresiones: civiles, políticos, sociales, económicos, 
culturales, de pueblos y comunidades indígenas y pueblos 
afromexicanos. 
De ese conjunto de derechos, conviene destacar el derecho a la libertad, 
en sus diferentes expresiones, pero de manera especial la de tránsito, 
como un derecho humano que se reconoce frente al Estado y que no 
puede ser restringido, ni intervenido sin razón legitima. 
 

3. Esto último permite valorar que los derechos humanos si bien tienen el 
carácter de universales, progresivos e interdependientes, carecen del 
carácter de absolutos, lo que significa que su restricción o intervención 
es procedente cuando existen razones que lo justifiquen con apoyo 
normativo. 
 

4. Las garantías de los derechos humanos, regularmente identificadas en 
los mecanismos judiciales, tienen por objeto, entre otros fines, revisar que 
los derechos humanos se protejan y, en su caso, se desarrollen, pero 
también tienen el objetivo de examinar la legitimidad de un acto de 
autoridad que los interviene o restringe. 

 
5. También es oportuno expresar que la restricción o intervención de un 

derecho (como la libertad de tránsito) debe tener como respaldo una 
disposición normativa, esto es, finalmente un respaldo de naturaleza 
constitucional. 

 
6. La prisión preventiva oficiosa constituye una restricción a ese derecho de 

libertad, que se hace descansar en la ponderación de privilegiar que, en 
casos específicos, se otorgue a las autoridades persecutoras y judiciales 
instrumentos que permitan investigar, procesar y juzgar a quienes han 
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sido imputados por la comisión de un hecho con apariencia delictiva de 
acuerdo a los datos que obran en las carpetas de investigación o en las 
constancias judiciales correspondientes, y para salvaguarda de bienes y 
valores superiores, entre otros, como la vida y la salud, en lo que se 
encuentra interesada la sociedad en su conjunto. 

 
7. Sin embargo, se recuerda que en el mismo origen de la reforma de la 

justicia penal que se implementó a nivel federal con el Decreto publicado 
el 18 de junio de 2008, se esgrimió una restricción constitucional a ese 
derecho a la libertad al preverla en ciertos casos que se consideraron 
graves por su calificación o por su naturaleza y efectos. 

 
8. Hoy, si bien se puede reconocer que la comisión de varios delitos se ha 

atenuado en su línea de tendencia de crecimiento, también se debe 
observar que en otros casos se han verificado con mayor frecuencia, con 
deño para la vida, los derechos y patrimonio de las personas y el Estado. 

 
9. Esta Comisión pondera que se deben prever las figuras delictivas 

propuestas para contenerlas y redimirlas al emplear el mecanismo de la 
prisión preventiva oficiosa, sin demérito de los derechos que le 
corresponden a los que se encuentren sujetos a la medida cautelar. 
Asimismo, se señala que el texto constitucional en materia de prisión 
preventiva oficiosa no prevé las conductas delictivas que han tenido 
mayor incidencia en los últimos diez años, lo que ha mermado la debida 
administración e impartición de justicia penal federal. 

 
10. Así, como bien se dice en la iniciativa que se dictamina, es posible 

observar el impacto de los delitos en la vida social actualmente, porque: 
 

a. De acuerdo con la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción 
sobre Seguridad Pública 2022, durante 2021 se cometieron 4.9 
millones de delitos de extorsión, lo que representó una tasa de 5 mil 
375 extorsiones por cada 100 mil 000 habitantes. 

b. Las drogas sintéticas ocasionan severos daños a l salud de las 
personas y, debido a su composición, provocan con mayor prontitud 
la muerte de quien las consume. 

c. El fentanilo es un opioide sintético que resulta ser 50 veces más 
potente que la heroína y hasta 100 veces más que la morfina. 

d. Debido a su composición y la inmediata adicción que ocasiona, su 
consumo ha ido en aumento y ha causado miles de muertes 
alrededor del mundo. 
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e. De acuerdo con información de la Secretaría de la Defensa Nacional, 
a partir de 2009, los laboratorios para la elaboración de drogas 
sintéticas han aumentado considerablemente, hecho que ha 
coincidido con la disminución del cultivo de marihuana observado a 
partir de 2012. 

f. El narcomenudeo forma parte de una de las problemáticas sociales 
que mayores efectos negativos ocasiona en los grupos vulnerables, 
como las niñas, niños y adolescentes. 

g. De acuerdo con cifras del INEGI de 2021, alrededor de 3 mil 261 
adolescentes fueron imputados por la comisión de delitos vinculados 
al narcomenudeo. 

h. El narcomenudeo ha sido una fuente de violencia e inseguridad con 
alto índice delictivo, la cual también ha desencadenado problemas 
en materia de salud pública. 

i. La recaudación fiscal es una de las funciones esenciales para la 
operación del Estado Mexicano, pues a través de ésta las 
autoridades gubernamentales adquieren recursos que son 
destinados a la satisfacción de necesidades de carácter colectivo 
como: la educación pública, la impartición de justicia, la seguridad, la 
infraestructura, los servicios de salud y distintos programas sociales 
y económicos. 

j. La omisión en el pago de impuestos representa un escenario de 
peligro para la subsistencia y mantenimiento de las acciones de 
Gobierno. De ahí la importancia de calificar la defraudación fiscal 
como una de las conductas delictivas que mayor daño generan al 
funcionamiento del Estado Mexicano, en detrimento de la sociedad 

k. De acuerdo con información de los ejercicios fiscales de 2017, 2018 
y 2019, el Servicio de Administración Tributaria (SAT) detectó que los 
esquemas de facturación falsa involucran tanto a personas físicas, 
como a personas morales y que el daño ocasionado por estos 
esquemas asciende a más de 338 mil millones de pesos. 

l. En el mes de diciembre de 2023 se identificaron alrededor de 10 mil 
790 personas que incurrieron en esquemas de defraudación fiscal. 

 
11. Históricamente, la extorsión en México se limitaba a prácticas en las que 

se exigían pagos a cambio de protección a comerciantes locales. Sin 
embargo, en las últimas décadas, este delito ha evolucionado. 
Actualmente, su ejecución puede realizarse mediante el uso de las 
tecnologías de la información, con herramientas cada vez más 
sofisticadas como los dispositivos móviles. Con ellos, los grupos 
criminales ahora pueden extender sus redes de extorsión a través de 
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llamadas telefónicas y otros métodos remotos, permitiéndoles operar sin 
necesidad de estar físicamente presentes. Esto ha llevado a que la 
extorsión sea uno de los delitos más frecuentes por el que se obtiene 
lucro de las víctimas. 
 

12. A la par, estas herramientas han permitido que los delincuentes 
expandan su campo de acción a diversas áreas como los mercados, 
pequeños y medianos locales comerciales, la vía pública, transporte 
público, préstamos e inversiones en línea; afectando gravemente la 
economía de esos sectores. 
 

13. En la Iniciativa se menciona que el delito de extorsión es uno de los 
delitos que se comete con mayor frecuencia, teniendo un fuerte impacto 
en el tejido social, sobre este punto se informa, que, de acuerdo con cifras 
oficiales del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, en el 2022 se registró el mayor número de carpetas por 
extorsión, con un total de 10,343 casos en comparación a 2019 cuya cifra 
reportada fue de 8,734. El uso de tecnologías de la información y la 
comunicación ha facilitado la comisión de este delito y ha propiciado un 
alto grado de impunidad al momento de su persecución y sanción. 
 

14. De acuerdo con las estadísticas oficiales del Secretariado Ejecutivo del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública (SESNSP), en 2022 se registró 
el mayor número de carpetas de investigación por extorsión, con un total 
de 10,343 casos, frente a los 8,734 reportados en 2019. Además, entre 
diciembre de 2018 y 2023, la incidencia por este delito aumentó un 
47.6%. 

 
15. Según la Encuesta Nacional de Seguridad Pública Urbana (ENSU) de 

2023, más del 30% de las empresas mexicanas han sido víctimas de 
extorsión. La implementación de la reforma garantizará que estos delitos 
sean tratados con la urgencia que requieren, permitiendo que las 
empresas puedan operar en un entorno más seguro, estimulando la 
inversión y el crecimiento económico. 

 
16. Según el INEGI, la incidencia de delitos económicos como la extorsión 

afectan principalmente a las empresas formales, por lo que la 
modificación constitucional creará un entorno más favorable para que las 
empresas se formalicen, aumentando los ingresos fiscales y mejorando 
la cobertura de los servicios públicos. 
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17. Por otra parte se establece que, el fentanilo opioide sintético, es 50 veces 
más potente que la heroína y hasta 100 veces más que la morfina. Es la 
droga que ha puesto en jaque a las autoridades de diversos países. 
Destacando que su consumo ha ido en aumento y causando cientos de 
miles de muertes en el mundo. 

 
18. De acuerdo con información de la Secretaria de la Defensa Nacional, a 

partir de 2009, los laboratorios para la elaboración de drogas sintéticas 
han aumentado considerablemente. 

 
19. Sobre el fentanilo y drogas sintéticas. A partir de los años 2000, el 

mercado de drogas comenzó a experimentar una transición hacia la 
producción de sustancias sintéticas, que ofrecían mayores márgenes de 
ganancia con menores riesgos en cuanto a producción y transporte. El 
fentanilo, en especial, ha transformado el panorama de la salud pública 
y criminalidad en México debido a su elevada potencia y facilidad de 
fabricación. 

 
20. En 2020, el gobierno gastó aproximadamente 25 mil millones de pesos 

en programas de tratamiento para adicciones, parte de los cuales están 
relacionados con el consumo de drogas sintéticas: Al reducir la oferta de 
estas sustancias mediante el fortalecimiento del catálogo de delitos que 
ameritan prisión preventiva oficiosa, se disminuirán los costos asociados 
al tratamiento y rehabilitación, liberando recursos para otros servicios de 
salud. 

 
21. Entre enero y julio de 2024, la Secretaría de Marina reportó incautaciones 

de drogas sintéticas con un valor superior a 1,700 millones de pesos, 
demostrando la magnitud de este mercado lícito. Finalmente, la 
importancia de instituir los delitos vinculados a la emisión de 
comprobantes fiscales falsos impera en la necesidad principal de 
combatir y erradicar la corrupción. 

 
22. En lo que respecta a la defraudación fiscal y el uso de facturación falsa 

son problemáticas que han crecido en México desde los años 90, cuando 
la liberalización económica facilitó la creación de empresas y estructuras 
que podrían ser empleadas para la evasión fiscal. Posteriormente, se 
agudizó con la aparición de empresas fantasma y la proliferación de 
facturas falsas, lo que permitía a los evasores reducir su carga tributaria 
de manera ilegal y, en consecuencia, disminuyen ios recursos disponibles 
para el Estado. 
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23. La emisión de comprobantes fiscales falsos perpetúa esquemas de 

corrupción y evasión fiscal que afectan gravemente la economía 
nacional, pues estos recursos son esenciales para el financiamiento de 
programas sociales, seguridad, salud, y educación. 

 
24. Sectores como la construcción y los servicios profesionales han utilizado 

estas prácticas para inflar costos, evadir impuestos y facilitar otras 
actividades delictivas como el lavado de dinero. Estas actividades minan 
la recaudación fiscal y generan competencia desleal, debilitando la 
confianza en el sistema tributario, lo que además representa un riesgo 
significativo para la estabilidad económica del país. 

 
25. La premisa de partida de este dictamen, es que la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos constituye el núcleo del sistema 
jurídico nacional, en el cual se prevén las normas fundamentales de 
estructura, organización y funcionamiento del Estado; los derechos 
humanos, en sus diferentes categorías, como las garantías orientadas a 
su protección; y sus propios mecanismos de defensa y reforma. 

 
26. En 2019, el Congreso de la Unión amplió el catálogo de delitos que 

ameritan esta medida cautelar para incluir el feminicidio, la corrupción, y 
el robo de carga. Esto respondía a los índices alarmantes de estos 
crímenes. 

 
27. La prisión preventiva oficiosa es una herramienta excepcional que se 

justifica en casos donde existe un riesgo elevado de fuga, reincidencia o 
manipulación del proceso penal, elementos que son recurrentes en los 
delitos señalados. 

 
28. Es urgente que el Estado Mexicano cuente con un marco normativo penal 

y procesal que resulte suficiente para combatir eficazmente las 
principales conductos delictivas que aquejan la salud y el patrimonio de 
las y los mexicanos, así como la hacienda pública federal. 

 
29. En los términos anteriores, esta Comisión aprueba la iniciativa y el 

proyecto de Decreto propuestos, considerando, además que  presenta 
racionalidad presupuestaria al no implicar costos, conforme a las 
opiniones de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Centro de 
Estudios de las Finanzas Públicas. 

 



 

11 

30. Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación advierte que la 
prisión preventiva oficiosa prevista en el artículo 19 constitucional, puede 
interpretarse, al menos, en dos formas distintas : 

 
a. Una primera interpretación textual del artículo 19, párrafo 

segundo, de la Constitución podría dar lugar a la concepción de 
la prisión preventiva oficiosa como una medida que opera en 
forma automática cuando el delito del que se acusa a una persona 
se encuentra dentro del catálogo constitucional de delitos que 
ameritan prisión preventiva oficiosa; y  
 

b. Una segunda interpretación posible es aquella por la que se 
entiende que la prisión preventiva oficiosa no es automática, 
sino que únicamente consiste en que la gravedad de determinados 
delitos hace necesario que el juez penal cuente con la obligación (sin 
necesidad de que el Ministerio Público lo solicite), de abrir el debate 
entre las partes a efecto de establecer si existe una causa 
debidamente fundada y motivada que justifique la imposición de la 
medida cautelar. 

 
31. Desde un entendimiento gramatical o aislado del texto expreso del 

artículo 19, párrafo segundo, de la Constitución Federal, se podría 
entender que en el ordenamiento mexicano existen dos modalidades 
de prisión preventiva: la justificada (en la que se exije al Ministerio 
Público solicitar y demostrar que una persona imputada penalmente 
puede sustraerse de la acción de la justicia, o genera riesgos al 
proceso penal o a las partes); y la modalidad oficiosa (en la que el juez 
penal deberá dictarla en forma automática cuando se trate de alguno 
de los delitos que integran el catálogo del artículo 19, párrafo segundo, 
constitucional). 
 

32. Desde esta interpretación textual y aislada, la prisión preventiva 
oficiosa sería una medida que opera en forma automática cuando 
el delito del que se acusa a una persona se encuentra dentro del 
catálogo constitucional de delitos que ameritan prisión preventiva 
oficiosa, como en el caso del presente dictamen respecto de los delitos 
que se consideran de mayor incidencia en la actualidad. 

 
33. En este orden de ideas, es posible interpretar el artículo 19 de la 

Constitución General con el resto de derechos fundamentales y de 
principios y directrices constitucionales, a efecto de mantener una 
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coherencia en el sistema jurídico mexicano y, de este modo evitar la 
formación de antinomias y la restricción de los derechos humanos. 

 
34. Así, para definir el parámetro de validez, es necesario tomar en cuenta 

el texto constitucional que establece expresamente la procedencia de 
la prisión preventiva; pero también es necesario considerar y 
armonizar esta medida cautelar con el resto de derechos involucrados, 
tales como la libertad personal, la presunción de inocencia, el deber 
de motivación de las medidas cautelares y la necesidad de someterlas 
a control judicial previo, para que el juez penal pueda determinar si la 
prisión preventiva está o no debidamente justificada. 

 
35. De este modo, una interpretación sistemática de la Constitución lleva 

a sostener que el concepto de “oficiosidad” no significa que la medida 
se dicte en forma automática, sino que debe ser entendida como un 
término opuesto al principio de “petición de parte”, lo cual deja en 
manos de los jueces penales la facultad de valorar cada caso por sus 
propios méritos, y les obliga a motivar adecuadamente la procedencia 
particular de la medida cautelar.  
 
A partir de esta interpretación, la prisión preventiva se muestra como 
una auténtica medida cautelar que, si bien debe seguir siendo una 
medida excepcional y de aplicación extraordinaria, permite asegurar 
que en los casos en que una persona sea imputada por alguno de los 
delitos contemplados en el catálogo del artículo 19, párrafo segundo, 
de la Constitución General, los jueces de control puedan abrir el 
debate con las partes —sin necesidad de la petición del Ministerio 
Público— para determinar si es procedente o no la prisión preventiva. 

 
Al respecto de todo lo planteado en el presente documento, es importante señalar 
las siguientes CONCLUSIONES: 
 
El dictamen al Proyecto de Decreto de referencia propone que se incluya en el 
catálogo de delitos que ameritan prisión preventiva oficiosa: 
 

1) La extorsión; 
2) Los delitos previstos en las leyes aplicables cometidos para la ilegal 

introducción y desvío, producción, preparación, enajenación, adquisición, 
importación, exportación, transportación, almacenamiento y distribución de 
precursores y sustancias químicos esenciales, drogas sintéticas, fentanilo y 
derivados, y 



 

13 

3) Los delitos de contrabando y cualquier actividad relacionada con falsos 
comprobantes fiscales, en los términos fijados por la ley. 

 
De igual forma, se aprobó establecer en la parte final del párrafo segundo del 
artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que la 
interpretación y aplicación de las normas previstas en este párrafo, los órganos del 
Estado deben atender a su literalidad, quedando prohibido realizar interpretaciones 
análogas o extensivas que busquen su inaplicación, suspensión, modificación o en 
su caso lo hagan nugatorio. 
 
Bajo este contexto, compartimos los argumentos expuestos en el decreto, en el 
sentido de que los delitos que se proponen que dan lugar a la prisión preventiva 
oficiosa constituyen conductas criminales que afectan gravemente la vida, la salud 
y el patrimonio de las personas. En el caso del contrabando o en las actividades 
relacionadas con los falsos comprobantes fiscales, la afectación puede ser en lo 
referente al patrimonio público, al agraviar, entre otras cosas, la recaudación 
tributaria y la prestación de los servicios a cargo del Estado. 
 
En este orden de ideas, se coincide también en establecer que la prisión preventiva 
oficiosa, es un instrumento cautelar que coadyuva en el control de la criminalidad, 
pero sobre todo en el fortalecimiento en la investigación de los delitos y en la 
consolidación de la paz y el orden social. 
 
En el caso concreto, las limitaciones a la libertad que se propone en el presente 
dictamen, como ya se dijo, se justifican para combatir la criminalidad a la que acuden 
personas que atentan contra el bien jurídico tutelada por los ilícitos objetos del 
presente dictamen. 
 
Históricamente, la extorsión en México se limitaba a prácticas en las que se exigían 
pagos a cambio de protección a comerciantes locales. Sin embargo, en las últimas 
décadas, este delito ha evolucionado. Actualmente, su ejecución puede realizarse 
mediante el uso de las tecnologías de la información, con herramientas cada vez 
más sofisticadas como los dispositivos móviles. Con ellos, los grupos criminales 
ahora pueden extender sus redes de extorsión a través de llamadas telefónicas y 
otros métodos remotos. 
 
Las estadísticas actuales reflejan que entre 2022 y 2024 se realizaron un total de 
29,226 denuncias por el delito de extorsión, lo que evidencia que las actuales 
herramientas no son suficientes para contener el fenómeno.  
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Por su parte, el impacto del fentanilo con un incremento del 25% en sobredosis en 
un año, refleja la urgencia de medidas contundentes para frenar la cadena de 
distribución.  
 
Finalmente, la creciente incidencia de facturación falsa y su vinculación con delitos 
de mayor envergadura como corrupción y lavado de dinero demandan una 
respuesta proporcional a su impacto. Esta reforma contribuirá a la optimización de 
los recursos públicos mediante la disminución de actividades ilícitas que afectan la 
recaudación fiscal”. 
 
 
 
Que en sesión de fecha 28 de noviembre del 2024, el Dictamen en desahogo fue 
en listado como lectura, discusión y aprobación, en su caso, por lo que en términos 
de lo establecido en los artículos 262, 264 y 265 de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado de Guerrero Número 231, la Presidencia de la Mesa Directiva, 
habiendo sido expuestos los motivos y el contenido del Dictamen, al no existir votos 
particulares en el mismo y no habiéndose registrado diputados en contra en la 
discusión, se preguntó a la Plenaria si existían reserva de artículos, y no habiéndose 
registrado reserva de artículos, se sometió el dictamen en lo general y en lo 
particular, aprobándose el dictamen por mayoría de votos. 
 
Que aprobado en lo general y en lo particular el Dictamen, la Presidencia de la Mesa 
Directiva del Honorable Congreso del Estado realizó la Declaratoria siguiente: “Esta 
Presidencia en términos de nuestra Ley Orgánica, tiene por aprobado el Dictamen 
con proyecto de Decreto por medio del cual se aprueba la Minuta proyecto de 
decreto por el que se reforma el párrafo segundo del artículo 19 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de prisión preventiva oficiosa. 
Emítase el Decreto correspondiente y remítase a las Autoridades competentes para 
los efectos legales conducentes”. 
 
Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 61 
fracción I de la Constitución Política Local, 227 y 287 de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo en vigor, este Honorable Congreso decreta y expide el siguiente: 
 
DECRETO NÚMERO 024 POR MEDIO DEL CUAL SE APRUEBA LA MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL PÁRRAFO 
SEGUNDO DEL ARTÍCULO 19 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE PRISIÓN PREVENTIVA 
OFICIOSA. 
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ARTÍCULO ÚNICO. - El Pleno de la Sexagésima Cuarta Legislatura al Honorable 
Congreso del Estado Libre y Soberano de Guerrero aprueba en todos y cada uno 
de sus términos la Minuta Proyecto de Decreto por el que se Reforma el Párrafo 
Segundo del Artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en materia de Prisión Preventiva Oficiosa, que establece: 
 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL PÁRRAFO 
SEGUNDO DEL ARTÍCULO 19 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE PRISIÓN 
PREVENTIVA OFICIOSA  
 
Artículo Único.- Se reforma el segundo párrafo del artículo 19 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como 
sigue: 
 
Artículo 19. … 
 
El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la prisión preventiva cuando 
otras medidas cautelares no sean suficientes para garantizar la 
comparecencia del imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la 
protección de la víctima, de los testigos y de la comunidad, así como cuando 
el imputado esté siendo procesado o haya sido sentenciado previamente por 
la comisión de un delito doloso. El juez ordenará la prisión preventiva 
oficiosamente, en los casos de abuso o violencia sexual contra menores, 
delincuencia organizada, extorsión, delitos previstos en las leyes aplicables 
cometidos para la ilegal introducción y desvío, producción, preparación, 
enajenación, adquisición, importación, exportación, transportación, 
almacenamiento y distribución de precursores químicos y sustancias 
químicas esenciales, drogas sintéticas, fentanilo y derivados, homicidio 
doloso, feminicidio, violación, secuestro, trata de personas, robo de casa 
habitación, uso de programas sociales con fines electorales, corrupción 
tratándose de los delitos de enriquecimiento ilícito y ejercicio abusivo de 
funciones, robo al transporte de carga en cualquiera de sus modalidades, 
delitos en materia de hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, delitos en 
materia de desaparición forzada de personas y desaparición cometida por 
particulares, delitos cometidos con medios violentos como armas y 
explosivos, delitos en materia de armas de fuego y explosivos de uso 
exclusivo del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea, así como los delitos 
graves que determine la ley en contra de la seguridad de la nación, de la 
salud, del libre desarrollo de la personalidad, contrabando y cualquier 
actividad relacionada con falsos comprobantes fiscales, en los términos 
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fijados por la ley. Para la interpretación y aplicación de las normas previstas 
en este párrafo, los órganos del Estado deberán atenerse a su literalidad, 
quedando prohibida cualquier interpretación análoga o extensiva que 
pretenda inaplicar, suspender, modificar o hacer nugatorios sus términos o 
su vigencia, ya sea de manera total o parcial. 
 
... 
... 
... 
... 
… 
 

Transitorios 
 

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor el dia siguiente al de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
 
Segundo.- A partir de la entrada en vigor de este Decreto, se derogan todas 
las disposiciones que se opongan al contenido, previstas en leyes 
secundarias, reglamentos, acuerdos y cualquier otro ordenamiento normativo 
de carácter administrativo. 
 
Tercero.- El Congreso de la Unión, en un plazo de ciento ochenta días, 
contado a partir de la entrada en vigor de este Decreto, deberá armonizar el 
marco jurídico de las leyes en las materias con el contenido del presente 
Decreto. 
 
Cuarto.- Las legislaturas de las entidades federativas deben realizar las 
adecuaciones normativas necesarias para cumplir con lo previsto en el 
presente Decreto, dentro de los trescientos sesenta y cinco días naturales 
siguientes a la publicación de este ordenamiento. 
 

T R A N S I T O R I O S. 
 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día de su aprobación. 
 
SEGUNDO. Para los efectos del artículo 135 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, comuníquese el contenido del presente Decreto a la 
Mesa Directiva de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión para los 
efectos administrativos y legales conducentes. 
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TERCERO. Remítase a la Titular del Poder Ejecutivo del Estado de Guerrero para 
su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guerrero. 
 
 
 
Dado en el Salón de Sesiones del Honorable Poder Legislativo, a los veintiocho días 
del mes de noviembre del año dos mil veinticuatro. 
 
 
 

DIPUTADO PRESIDENTE 
 
 

JESÚS PARRA GARCÍA 
 
 

 
DIPUTADA SECRETARIA 

 
 

MARÍA DE JESÚS GALEANA RADILLA 

 DIPUTADO SECRETARIO 
 
 

EDGAR VENTURA DE LA CRUZ 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
(HOJA DE FIRMAS DEL DECRETO NÚMERO 024 POR MEDIO DEL CUAL SE APRUEBA LA MINUTA PROYECTO DE 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 19 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA.) 
 

 
 


